Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 8 minutos.) 


-La Comisión de Educación y Cultura del Senado tiene el enorme gusto de recibir al señor 
Ministro de Educación y Cultura, señor Ricardo Ehrlich, y a la delegación que lo acompaña para que 
realicen la presentación de un proyecto de ley relativo a la creación del Instituto Nacional de 
Acreditación y Evaluación de la Educación Terciaria, del cual tenemos un borrador. 


Por tanto, vamos a dar la palabra al señor Ministro o a quien él entienda que sea necesario 
para presentar el proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes, señor Presidente y señores Senadores. 


En la tarde de hoy me acompañan el maestro Luis Garibaldi, Director de Educación -a quien 
ustedes ya conocen- y Rony Corbo, Coordinador del Área de Educación Superior del Ministerio de 
Educación y Cultura. Además, próximamente contaremos con la presencia del señor Subsecretario, 
quien se encuentra desarrollando otras actividades en este momento. 


Como los señores Senadores habrán podido apreciar, les hemos acercado un borrador de 
una propuesta de creación del instituto que tendría a cargo la acreditación y la evaluación de la 
educación terciaria. Esto responde a un tema que tenemos en la agenda con esta Comisión desde 
agosto de 2010; en realidad, es un asunto que está en la agenda del Ministerio de Educación y Cultura 
y del Parlamento desde mucho antes. Se trata de un proyecto de ley muy próximo al que presentamos 
anteriormente, al final del período, como resultado de un trabajo muy importante y extenso con el 
conjunto de instituciones del sistema terciario nacional, tanto público como privado. Ese proyecto de ley 
generó diversas opiniones y ocasionó dificultades que no nos permitieron avanzar para recorrer un 
camino que llevara a la creación de la institución con los cometidos que buscamos. Es de hacer notar 
que hemos recorrido ese camino junto con la Comisión; este tema fue objeto de numerosos encuentros 
e intercambios, tanto en esta mesa como en distintos ámbitos con los legisladores que integran la 
Comisión. 


A lo largo de este período hemos verificado cambios importantes en el sistema terciario 
nacional público y privado, que luego voy a permitirme evocar muy rápidamente para ilustrar la 
urgencia en dar algunos pasos. 


Tuvimos dificultades para lograr el consenso necesario y crear una institución que tuviera a 
su cargo, por un lado, lo que sería la gestión del sistema terciario privado en cuanto a habilitación y 
reconocimiento de instituciones y carreras y, al mismo tiempo, las tareas de acreditación y evaluación. 
Vimos que ese camino no lograba los consensos que se requerían para que una institución de ese tipo 
pudiera cumplir eficazmente con su cometido. 


Para que esa agencia de acreditación, evaluación y promoción de la calidad -Apacet- fuera 
eficaz en el desarrollo de las tareas que le asignamos en el proyecto que en su momento presentamos, 
se requería el consenso y la confianza de los distintos actores que iban a ser evaluados y juzgados por 
esa estructura. Entonces, al no lograr una solución de consenso, recorrimos otros caminos y 
resolvimos separar todo lo que tenía que ver con el reconocimiento y autorización de instituciones y 
carreras, que estuvo regulado primero por un decreto-ley y luego por el Decreto N* 308/95. 


Ahora las condiciones cambiaron notablemente y como precisábamos una normativa nueva 
resolvimos que ese componente del proyecto inicial -como lo informamos en alguna oportunidad en 
esta Comisión- se concretara a través de un decreto -que lleva el número 104/14 y ya está en 
vigencia- cuyo texto fue consensuado con el conjunto de las instituciones involucradas, tanto públicas 
como privadas. Entonces, nos quedaba el otro componente, que para nosotros era central, referido a la 
acreditación y evaluación de instituciones y carreras. Por eso entendíamos que había que buscar una 


nueva formulación, despojada del componente de autorización y reconocimiento de carreras e 
instituciones. 


En tal sentido, les hemos hecho llegar un borrador cuyo trámite luego conversaríamos con 
ustedes en la medida en que es posible que surja alguna modificación a partir del intercambio en este 
ámbito. La otra alternativa sería un nuevo proyecto de ley formal; estamos a vuestra disposición para 
acordar el camino. 


En primer lugar, me voy a permitir hacer un brevísimo resumen del estado de la educación 
terciaria en el país para que se vea la urgencia que hay en tomar estas decisiones y por qué estamos 
tan preocupados por este tema, preocupación que ustedes comparten claramente. Luego voy a señalar 
algunos de los elementos centrales de nuestra propuesta y más adelante solicitaré al maestro Luis 
Garibaldi, Director de Educación, que profundice en algunos aspectos técnicos del contenido de este 
borrador. 


Quiero empezar haciendo una caracterización del sistema terciario nacional. En cuanto a los 
ingresos y egresos, se observa un crecimiento en el último período. En el sistema público, en siete 
años la matrícula creció en un 22%. Considerando los distintos componentes del sistema público - 
Udelar, Formación en Educación y Consejo de Educación Técnico Profesional- el año pasado tuvimos 
alrededor de 116.000 estudiantes matriculados. Habría que agregar un contingente de unos 1.200 que 
está en el Centro de Formación y Estudios del INAU y las propuestas terciarias no universitarias, tanto 
policial como militar, que fueron objeto de otra propuesta normativa. 


En lo que tiene que ver con los egresos, los datos que tenemos del sistema público muestran 
una duplicación del 2000 al 2012, y los egresos totales del sistema terciario universitario nacional 
público y privado del año pasado alcanzaron una cifra de 9.300, de los que 6.300 eran de la 
Universidad de la República, unos 2.500 del Sistema de Formación en Educación, unos 1.500 del 
sistema privado y un pequeño número del Consejo de Formación Técnico Profesional. Estos 9.300 
egresados constituyen un avance importante que responde a un esfuerzo del conjunto del sistema, 
más allá de que sin dudas es insuficiente, ya que se estima que de cada 5 niños del país uno termina 
la carrera terciaria. De todos modos, como dije, el avance que se ha registrado en esa materia en los 
últimos 10 o 15 años es notable, pero hay que persistir en ese esfuerzo y en esa dirección. En esos 
logros hay una multiplicidad de esfuerzos que creo que no tendría objeto analizar ahora, pero estamos 
a disposición de los señores Senadores para profundizar la información. 


Asimismo, se creó la Universidad Tecnológica, que comenzó sus actividades este año, y 
también se ha logrado revertir algunas tendencias, tales como la disminución de los egresos -si bien 
hubo un estancamiento en las inscripciones- de las carreras docentes. La disminución de los egresos 
había comenzado en el año 2001 en Magisterio y Profesorado y a partir de 2009 o 2010 se está 
revirtiendo francamente la tendencia. 


Hay un dato que seguramente los señores Senadores conocen bien, que es el despliegue del 
sistema terciario público en el interior del país, con tres polos de desarrollo de la Universidad de la 
República y con la presencia de la Universidad del Trabajo -el Consejo de Educación Técnico 
Profesional- así como con la incipiente Universidad Tecnológica. También debemos mencionar los 28 
Centros de Formación en Educación, que son terciarios y tienen enorme potencial. Creo que no escapa 
a nadie que este despliegue sobre el territorio nos provee de un posible entramado terciario público 
que, si logramos que sea navegable, que se compartan caminos, recursos humanos y materiales, 
podría permitirnos multiplicar resultados en el interior del país. Como sabe la Comisión, se cubre el 
noreste, el noroeste y el este en el interior. Por su parte las regiones centro y suroeste tenían muy 
pocas propuestas terciarias, pero se viene trabajando con el conjunto del sistema terciario público y 
con las Intendencias de ambas regiones, así como con las fuerzas vivas, sectores productivos y 
actores educativos. Concretamente, se está elaborando una propuesta de desarrollo de la educación 
terciaria, trabajo que ya prácticamente tiene dos años. En los últimos meses se desarrollaron dos 
encuentros: uno en Paso de los Toros para la región centro, con la presencia de Tacuarembó, Durazno, 
Flores, Florida y San José, y otro en Fray Bentos, que contó con la participación de Río Negro, Soriano 
y Colonia. 


No voy a insistir con esta propuesta, pero hay datos de calidad de trabajo vinculados a la 
producción de conocimiento y a las propias actividades institucionales. 


Antes de abordar lo relativo al sistema privado quiero compartir un dato muy reciente que 
tiene que ver con las becas del Fondo de Solidaridad que se establecieron hace ya un largo tiempo y 
que en estos años alcanzaron la cifra de 7.500. Desde el año 2005 a la fecha hubo una duplicación, ya 
que se pasó de las 3.700 becas a las 7.500 que acabo de mencionar. El porcentaje más alto -superior 
al 80%- se asigna a estudiantes del interior que normalmente vienen a estudiar a Montevideo. Estas 
7.500 becas que se dieron en el 2012 mantienen la proporción de estudiantes del interior como 
principales beneficiarios, pero el 23 % de ellos estudian en el interior, es decir, casi uno de cada 4. Se 
me dirá que es insuficiente, pero es un paso gigantesco. Creo que este dato ilustra claramente la 
orientación del sistema terciario público, y estamos abocados, con el conjunto de las instituciones, a 
crear programas o plataformas regionales de educación terciaria pública. Esto generaría, sin dudas, un 
progresivo fortalecimiento en cuanto a cumplir o asumir las responsabilidades de romper con la brecha 
territorial a nivel de la enseñanza terciaria por el lado público. Este esfuerzo se tiene que acompañar de 
procesos de acreditación y evaluación de las distintas propuestas educativas que permitan que las 
opciones de los estudiantes se hagan de acuerdo con ello. 


Por otra parte, como decía, un estudiante de cada cuatro que tiene beca estudia en el interior 
del país, pero lo que estamos viendo es que no necesariamente estudia en su departamento de origen. 
Una buena parte estudia en su departamento de origen, pero hay otros que provienen de otros 
departamentos. Además, se está dando el fenómeno de que estudiantes de la capital van a ir al interior 
a estudiar porque les interesa la propuesta. Creo que es fácil concebir que con diversidad de 
propuestas, pero además con propuestas cuya calidad pueda estar acreditada, se va a dar un 
movimiento muy interesante de la población de jóvenes por todo el territorio nacional. El número de 
propuestas educativas terciarias de la Universidad de la República en este momento supera las 100 - 
creo que son 101- y si a esto agregamos las carreras terciarias de la UTU y las diversas propuestas de 
los Centros de Formación y Educación, que incluyen ahora la carrera de educador social, el total llega 
a 264. Por supuesto que son de calidad diversa, y por eso es importante tener esta herramienta de 
evaluación de la calidad, tanto de la institución como de las propuestas educativas. 


Luego de dar este breve informe sobre el sistema público para que la Comisión pudiera 
saber en qué estado nos encontramos, voy a hablar sobre el sistema privado, que también ha 
cambiado notablemente en los últimos años. 


El número de instituciones cambió poco. Las universidades son cuatro desde hace muchos 
años, pero han aumentado los institutos universitarios, sobre todo desde el año 2010 a la fecha, en que 
pasaron de 6 a 11. Además tenemos tres institutos terciarios no universitarios, de manera que hay un 
total de 18 instituciones privadas de carácter terciario. 


Un dato muy interesante es el del número de carreras que se dicta en las instituciones 
privadas. No voy a leer todo el informe -si a los señores Senadores les interesa, puedo dejarles el 
material- pero quiero mostrar el cambio por lo menos desde el año 2010 a la fecha, para que se pueda 
apreciar el esfuerzo que entendemos que hay que hacer, que estamos haciendo y que es necesario 
profundizar, para estructurar y fortalecer todo el sistema terciario nacional, público y privado. Las 
carreras de carácter universitario privadas pasaron de 56 a 98 en cinco años. Las carreras de carácter 
no universitario -es decir, propuestas terciarias que no constituyen propuestas de grado- pasaron de 5 
a 16, pero las propuestas de posgrado pasaron de 32 a 114. En total, en el año 2010 había 93 
propuestas educativas y en 2014 eran 228. Creo que esto permite imaginar el volumen de trabajo que 
el Área de Educación Superior y el Consejo Consultivo de Educación Terciaria Pública tenían que 
asumir. Este es un trabajo complejo, engorroso, que requiere la participación de evaluadores de alto 
nivel y externos a las instituciones y muchas veces al país. Este proceso se venía cumpliendo con 
lentitud, con dificultades, pero hemos fortalecido el Área de Educación Superior y nos comprometimos 
con el conjunto del sistema terciario privado a agilizar los trámites de manera que las propuestas 
puedan razonablemente terminarse en el plazo de un año. Creo que el hecho de que haya 228 
propuestas funcionando y de que el número se haya más que duplicado muestra que el trabajo 
realizado ha sido razonable. 


No voy a referirme al desglose de los distintos componentes, pero sí quiero decir que el 
número de propuestas de maestrías ha sido muy importante, aunque las de doctorado un poco menos. 
Se trata de propuestas de evaluación mucho más complejas que las de grado que existían 
anteriormente, sobre todo en cuanto a la asistencia y al apoyo de evaluadores, que tienen que ser 
altamente especializados y muchas veces hay que recurrir a evaluadores externos al país. 


En ese contexto, la matrícula del sistema terciario privado también aumentó de manera 
importante, llegando a 4700 en el 2012, con unos 1500 egresos que contribuyen a los 9300 que 
señalamos. 


Con estos datos surge claramente por qué era necesario actualizar el decreto que 
reglamentaba la autorización, el funcionamiento y el reconocimiento de las carreras. Entonces, ese 
nuevo decreto ya está en marcha. Cabe destacar que lo que nos importaba era poder dar mayores 
garantías a los estudiantes y a las instituciones, logrando un sistema de mayor transparencia y 
eficiencia. Ahora bien, el hecho de dar mayores garantías a los estudiantes implicaba nuevas 
obligaciones para las instituciones, pero también nuevas obligaciones para el Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Estas son las bases del nuevo decreto, del que no voy a dar más detalles, al menos que los 
señores Senadores tengan algunas preguntas para formular. Sólo quiero recordar que antes, al 
momento de presentar una carrera, la institución ya podía comenzar a dictarla. Eso generaba 
muchos problemas -ustedes conocieron algunos- pero se hacía porque la respuesta del Ministerio era 
lenta. Ahora, al responder en tiempo y forma, estamos exigiendo que las carreras se presenten al 
menos seis meses antes de la fecha de inicio posible; si transcurrido ese plazo el Ministerio no da 
ninguna señal, es este que tiene obligaciones con relación a la población de estudiantes, que tiene que 
ser advertida de la situación en que comienzan sus estudios. 


Por otra parte, se logró una propuesta de consenso en lo que tiene que ver con la integración 
de la autoridad que debe asesorar al Ministerio en su tarea. 


Con esos antecedentes, entendíamos que debíamos seguir adelante y nos quedaba 
pendiente la generación del sistema de evaluación y acreditación con el sistema terciario universitario 
nacional. Entonces, a partir de la propuesta inicial de aquella agencia de evaluación y acreditación de 
la educación terciaria -Apacet- retiramos del proyecto de ley el componente que incluimos en el decreto 
y limitamos las tareas de acreditación y evaluación para la nueva institución. Como ustedes saben, en 
la actualidad esto se viene realizando por una Comisión ad hoc en el marco de un sistema regional. 
Esto viene marchando, siendo las acreditaciones y las evaluaciones institucionales voluntarias de parte 
de las distintas instituciones. Una carrera acreditada implica un enorme prestigio para la institución y 
eso tiene otras consecuencias, incluso a futuro, en particular, en cuanto a otras disposiciones de 
carácter presupuestal. 


Hemos modificado el diseño institucional, pasando a ser una agencia. Como recordarán, 
proponíamos que fuera una institución de carácter público regida por el Derecho Privado, pero ahora 
estamos planteando crear un órgano desconcentrado dependiente del Ministerio de Educación y 
Cultura. Este órgano tendría total autonomía técnica, lo cual es tremendamente importante para 
garantizar que las evaluaciones se hagan con la supervisión de las autoridades, pero con la mayor 
transparencia e independencia de ellas. 


Estamos proponiendo que esa institución sea dirigida por un Consejo con seis miembros, 
tres de los cuales serían propuestos por el Sistema Nacional de Educación Terciaria Pública -de esos 
tres, dos deberían ser de la Universidad de la República- dos por las instituciones privadas y uno por el 
Ministerio de Educación y Cultura, que lo presidiría. Las tareas estarían concentradas en la 
acreditación y evaluación. El proyecto define de manera clara los distintos componentes de las 
instituciones terciarias y universitarias, así como sus características y requisitos a cumplir por las 
diferentes carreras de grado y posgrado. Paralelo a esto el decreto introduce, con mayor precisión, 
definiciones que permiten caracterizar de mejor forma a las instituciones y a las propuestas educativas, 
logrando las correspondientes exigencias, acordes con esas definiciones. 


A continuación pediría que se le diera la palabra al Director de Educación, quien podrá hacer 
una descripción más precisa de los puntos centrales. También quería señalar que incluimos la propia 
evaluación de este Instituto Nacional de Acreditación y Evaluación Educativa, como se acostumbra 
hacer en los sistemas educativos a nivel regional. Por tanto, la propia institución tendría que ser objeto 
de una evaluación y de la correspondiente acreditación. 


El proyecto de ley define los procedimientos para llevar adelante los procesos de 
acreditación que, por supuesto, están destinados al conjunto del sistema terciario nacional público y 
privado. 


Con esto espero haberles ilustrado respecto a la situación en que nos encontramos en el 
desarrollo de la educación terciaria en nuestro país, a cuáles son los avances logrados y los desafíos 
que tenemos por delante, en el entendido de que hay una necesidad absoluta de avanzar en el marco 
normativo para poder llegar más lejos. 


Sobre la mesa tenemos otro tema que, tal vez, podamos laudar en los meses que quedan de 
este período legislativo, que refiere a la creación de una nueva institución. Crear nuevas instituciones - 
ya lo hemos hecho con la Universidad Tecnológica y ahora veremos qué pasa con la otra institución 
que a todos nos preocupa, que es la de formación universitaria de los docentes- requiere normativas 
muy claras, sobre todo, cuando se forman nuevas instituciones que deben empezar a definir sus 
caminos, avanzar y fortalecerse. Entendemos que este Instituto Nacional de Acreditación y Evaluación 
Educativa que sustituye aquella vieja propuesta de la Apacet, puede ser la herramienta como para 
acompañar con responsabilidad el rumbo de las viejas y nuevas instituciones. 


Solicitaría que se le diera la palabra al profesor Luis Garibaldi para complementar el informe. 
Muchas gracias. 


SEÑOR GARIBALD!.- La idea es aportar algún detalle más sobre la propuesta, teniendo en cuenta 
que lo que estamos haciendo con ella es seguir avanzando en la actualización y en la necesaria 
normativa para la regulación y promoción de la calidad de la educación terciaria, tanto pública como 
privada. Los señores Senadores son conscientes de ello, porque hemos discutido y participado en este 
mismo ámbito sobre la Apacet que, básicamente, tenía dos cometidos: la regulación de la educación 
privada y la acreditación de todo el sistema. Justamente, por la incorporación de los dos elementos, 
esa discusión no lograba tener el equilibro suficiente, y entonces nos dimos cuenta de que por ese 
camino no íbamos a avanzar. De todos modos, se avanzó con un liderazgo muy importante del 
Consejo Consultivo de Educación Terciaria Privada que, como saben, está integrado por todas las 
instituciones de educación terciaria y universitaria que existen en el país, sobre la modificación de lo 
que era -todavía está vigente hasta el 28 de este mes- el Decreto N* 308 del año 1995 que reguló toda 
la educación terciaria privada en estos casi 20 años. Podemos decir que se van a cumplir 
prácticamente 19 años de ese funcionamiento. El propio Consejo Consultivo, las propias instituciones 
involucradas, entendieron necesaria una renovación. Durante el año 2013 se trabajó -aquí está el 
licenciado Rony Corbo que trabajó directamente con las instituciones y con los integrantes del 
Consejo- y se llegó a una propuesta. Luego el Ministerio hizo lo propio con las instituciones privadas y 
con la propia Universidad de la República, llegando a un decreto que, como habrán visto, pasó sin 
pena ni gloria y cuando sucede eso es porque hubo acuerdo. Justamente, un Rector de una 
Universidad privada me comentó que lo habían llamado dos medios de prensa, les había realizado 
declaraciones pero después no publicaron nada. ¿Qué pasó? Había acuerdo y cuando es así parece 
que no hay noticia. Hago esta apreciación para hacer notar que fue un decreto muy trabajado en el que 
se llegó a acuerdos y aunque ello no implica unanimidades y todas las partes fuimos cediendo cosas, 
se logró que ese decreto estuviera en mejores condiciones para atender la realidad de la enseñanza 
de posgrados que hasta el momento no figuraba en el horizonte de la Educación Terciaria uruguaya 
con la magnitud que tiene ahora. Justamente, contempla el desarrollo de los posgrados, que fue lo que 
creció más y no había sido previsto. 


El decreto fue aprobado el 28 de abril, se dieron 90 días para que las instituciones se puedan 
adecuar y entra en vigencia el 28 de julio. Podemos dejar una copia a los señores Senadores para que 
lo puedan conocer y comparar con el decreto N* 308. 


En el año 1995 el país había resuelto por vía de decreto la regulación de la educación 
terciaria privada y quedaba en deuda lo que la Apacet incluía como acreditación. Realmente, la 
acreditación es un ámbito en el que hay más acuerdos que en el tema de la regulación privada porque 
la Universidad de la República y las instituciones privadas participan desde el año 2002 en ámbitos de 
acreditación regional. Las carreras de ingeniería, de agronomía, de medicina, de veterinaria, de 
odontología, de arquitectura, entre otras, han pasado por instancias de acreditación regional a través 
de instituciones nacionales, tanto por la Universidad de la República como por las Universidades 
privadas. Desde el año 2008 funciona una comisión ad hoc permanente que regula estos procesos, 
con representación de instituciones privadas y públicas, la Universidad de la República y el Ministerio. 
Tiene una gran fluidez en su funcionamiento y se lograron grandes acuerdos. 


Entonces, teniendo en cuenta estos antecedentes y que la educación terciaria y universitaria 
uruguaya está creciendo y se está diversificando, es necesario que el país cuente con una instancia 
que asegure la calidad y la promueva por estos mecanismos que son aplicados y respetados por todas 
las instituciones a nivel regional. Realmente, consideramos que no hay razón para que se pierda esta 
oportunidad teniendo en cuenta los acuerdos a lo que se está llegando para tener una institución. 
Además quiero agregar que Uruguay es el único país de la región que no tiene Agencia de Acreditación 
y, en América Latina, sólo se suma Venezuela. Centroamérica y el Caribe tienen sus mecanismos y 
Cuba posee una Junta Nacional de Acreditación. En el caso del Uruguay no es así probablemente por 
la existencia de una sola institución universitaria pública y el desarrollo muy tardío de la educación 
universitaria privada, pero nos parece que llegó el momento de tener una institución. 


Este proyecto de ley pretende ser un sustitutivo de la Apacet y modifica algunos aspectos en 
los que entendimos había más acuerdo, como por ejemplo su carácter institucional; si es de 
acreditación parecía razonable que fuera a través de una institución pública y no pública de derecho 
privado; hay acuerdos en esto. Por otro lado, creíamos que debía ser una institución que desarrollara 
procesos nacionales de acreditación y no solo se sumara a los regionales. Por su parte, incluimos una 
serie de definiciones que tienen algunas virtudes. Una es que todas las definiciones de institución 
terciaria, universitaria, títulos universitarios o profesionales, etcétera, son idénticas a la del decreto N* 
104, es decir, idénticas a lo acordado con las instituciones por lo que no se está innovando en ese 
sentido. Otra es que todo lo que tiene que ver con las definiciones de acreditación -que figuran a partir 
del artículo N* 18 con el concepto de par evaluador, concepto de acreditación, definición de criterios y 
estándares de calidad y acreditación de carreras- ya había sido acordado con las propias instituciones 
en el año 2009 cuando presentamos la ley de Apacet; son definiciones que se aplican actualmente en 
los procesos regionales y son de uso internacional. Somos conscientes de que el período 
gubernamental está llegando a su fin y creemos que perfectamente podemos dejar pronta -si hay 
acuerdos sólidos- una institución de este tipo para que comience a funcionar en el próximo Período ya 
que poner en marcha una institución lleva su tiempo. 


Señor Presidente, si bien lo que he agregado no es mucho, quiero señalar que tenemos una 
oportunidad y que somos conscientes de que una institución de este tipo tiene que surgir con los 
mayores niveles de acuerdo y de consenso posibles porque quienes van a evaluar y generar procesos 
de promoción de la calidad no pueden iniciarlo en situaciones de ruido. Esa fue una de las razones por 
las cuales, de alguna manera, retrocedimos con la Apacet o la ajustamos con otros mecanismos, 
porque creemos que si damos ese paso, debemos lograr un nivel de mayores acuerdos. Asimismo, 
creemos que por la forma en que hemos avanzado y por la liviandad del proyecto de ley -me refiero a 
que no están señalados demasiados aspectos a nuestro entender conflictivos- puede recoger los 
apoyos necesarios como para ser aprobado en este Período. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y de la delegación que lo 
acompaña. 


Nos alegra que, una vez más, el Gobierno pretenda insistir sobre la necesidad de aprobar, en 
lo que queda de este Período, la creación de un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, en este 
caso la Inaeet. 


En primer lugar, me gustaría saber el porqué del cambio de criterio de dejar de ser una 
agencia para convertirse en un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo. En su intervención, el 
actual Director de Educación se refiere a este proyecto de ley como la creación de una agencia. 
Entonces, la primera pregunta que quiero realizar al señor Ministro es por qué se cambia la figura 
jurídica -que no es un tema menor- y se pasa de una persona pública no estatal a un órgano 
desconcentrado del Poder Ejecutivo. 


Recientemente, el señor Director de Educación hizo referencia a que en la región, en todos 
aquellos países en los que hemos visto proyectos similares, siempre se trata de agencias o comisiones 
nacionales de acreditación. En ese sentido, también queremos saber el porqué de ese cambio de 
criterio. 


En segundo término, ambos jerarcas hablan en sus intervenciones, una y otra vez, de la 
búsqueda de consensos. Yo pregunto: ¿la búsqueda de consensos se refiere a los consensos con 
quién? A mí me parece que el primer consenso que deberíamos haber buscado es el de carácter 
político, que es el que permite la sanción de una ley que establece lo que se entiende es mejor para el 
destino de nuestro país. En ese sentido, debo reconocer -no tengo ningún problema en hacerlo- que en 
todo este mandato el señor Ministro ha sido uno de los grandes impulsores de que este proyecto de ley 
pudiera salir. En lo que va de este Período, en las reiteradas oportunidades en que se hizo presente en 
la Comisión de Educación y Cultura volvió a insistir sobre la necesidad de la aprobación de un proyecto 
referido a la creación de una agencia de acreditación y demás. En ese sentido, nos gustaría conocer el 
porqué de esos cambios. 


En tercer lugar, me gustaría que también pudiéramos reflexionar sobre el hecho de que en el 
proyecto y en la propia integración de la Inaeet no se guarda lugar para, por ejemplo, la UTEC. Creo 
que deberíamos pensar en las nuevas universidades o instituciones; recordemos que la ANEP y otros 
organismos tienen carreras terciarias, tal como recién lo decía el señor Ministro. En ese sentido, no 
entendemos el porqué de la representación de dos integrantes de la Udelar; tal vez deberíamos abrir el 
panorama, no necesariamente en la cantidad -porque estamos de acuerdo con que deben ser, como 
máximo, cinco o seis representantes- pero sí se podría dar una instancia en la cual estuvieran 
representados otros sistemas de educación terciaria pública en este Consejo. Esperemos que algún 
día se concrete la futura Universidad de la Educación, que también debería estar integrada a la 
conducción de esta institución. 


Hay otro aspecto sobre el que también me gustaría conocer la opinión del señor Ministro. Al 
leer el proyecto de ley hemos visto que entre las funciones o misiones que se establecen para cumplir 
falta una que, según creemos, debería ser de las primeras porque tiene rango de carácter 
constitucional y es la libertad de la educación. Sin embargo, se habla de una serie de otros cometidos 
que se relacionan más con la Ley General de Educación -lo que no nos parece mal- por lo que creo 
que deberíamos insistir sobre este aspecto. 


Quiero que quede bien claro que estamos proclives -creo interpretar el sentir del Partido 
Nacional, aunque está presente el señor Senador Da Rosa, con quien no hemos podido conversar 
sobre esta iniciativa en especial- a dar la aprobación a un proyecto de ley antes de que finalice este 
Período; no sé si a este. Si existe voluntad del Poder Ejecutivo para que esa iniciativa prospere, me 
gustaría conocer la opinión del señor Ministro. No digo esto con el objeto de buscar debates políticos 
menores, sino procurando analizar la realidad porque, muchas veces, lo que sucedió cuando 
intentamos tratar la creación de la Apacet fue que ni siquiera existía acuerdo en la propia Bancada de 
Gobierno en el Senado de la República. Por lo tanto, creo que debemos buscar la posibilidad de que el 
señor Ministro nos brinde algún tipo de información sobre los tres proyectos que contienen el intento de 
crear esta institución o el mecanismo para hacerlo. Digo esto porque se nos trae un borrador y se nos 
dice: «Ahora ustedes vean qué pueden hacer». Como el Gobierno es uno, doy por sentado que su 
Bancada oficialista y el Poder Ejecutivo actúan en consonancia, por lo tanto me gustaría saber si hay 
posibilidades o intención, por parte del Gobierno, de instalar una mesa de negociación y que una vez 
que logremos un acuerdo no volvamos al principio. Que no se afirme después: «Ahora este acuerdo 
tiene que ser refrendado por las instituciones que participaban en la elaboración del proyecto de ley». 
De ser así, se transformaría en algo de nunca acabar. 


Para nosotros es muy importante, por ejemplo, la figura jurídica en la que se define esta 
institución; la independencia que marca el hecho de ser una persona pública no estatal es un tema 
sustantivo. Lo digo aquí, para la delegación del Poder Ejecutivo, pero también para que lo sepan los 
señores Senadores del Gobierno. De todas formas, estamos dispuestos a avanzar porque creemos 
que la creación de esta institución de acreditación sería un buen aporte, especialmente para el próximo 
Gobierno, pero mucho más para el Uruguay en su totalidad, porque se está necesitando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer unos breves comentarios. 


En primer lugar, esperamos que este proyecto de ley llegue en forma oficial y no como 
borrador, incluso para que sea más fácil de leer. De esa manera podremos trabajar sobre una iniciativa 
formal -espero que sea igual a esta- como corresponde. 


Por otro lado, quiero decir que me parece que esto representa un avance importante y que 
estamos dispuestos a trabajar con entusiasmo en este asunto para ver si podemos llegar a un acuerdo 
en la Comisión, tomándonos el tiempo que sea necesario para luego aprobar el proyecto. 


Está claro que el proyecto de Apacet nos parecía importante y ahora se ha dividido en dos. En 
realidad yo no he visto todavía el texto del Decreto N* 104/2014, pero aparentemente estaríamos 
solucionando dos temas que estaban contenidos en el proyecto de ley de Apacet, que son el de la 
autorización y el del reconocimiento de carreras e instituciones. Yo conozco bien cómo funcionaba esto 
y las dificultades que había, por lo que me alegro de que se haya mejorado y se hayan tomado 
resoluciones con respecto a que no inicien sus actividades sin estar autorizadas, porque sin duda nos 
evitaremos algunos líos. 


Con respecto a este tema debo decir que también me surgen algunas de las preocupaciones 
que planteaba el Senador Penadés en cuanto a cómo se organizará institucionalmente y por qué no se 
tratará de una agencia sino que se crea como órgano desconcentrado. 


Naturalmente que en el correr de este mes y del que viene invitaremos aquí a las autoridades 
de la Universidad de la República y de las universidades privadas para que expresen su opinión sobre 
este tema. 


SEÑORA MOREIRA.- Damos la bienvenida a las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura. 
Me responsabilizo por haber traído este borrador, por lo que efectivamente esperamos poder dar a esta 
iniciativa una entrada más formal. 


Debo decir que, en realidad, me parece muy bienvenida la separación de las funciones de 
acreditación de las de autorización, ya que ello había enlentecido bastante la discusión del proyecto. 


Acerca del decreto del 28 de abril, con el cual no he tomado contacto aun -sé que los 
invitados nos dejarán una copia- quisiera saber en qué sentido agilizará los procesos de autorización. 
Es claro que ya contábamos con un sistema de autorización, pero funcionaba de forma un poco lenta; 
recordemos que iniciamos el período con aquel Instituto Universitario de Punta del Este que tantos 
dolores de cabeza dio. En definitiva, quisiera conocer en qué sentido este decreto contiene elementos 
que permiten que el proceso de autorización sea más rápido y más eficiente ya que, como dicen las 
autoridades del MEC, ha habido un aumento de la oferta de educación terciaria en el país. A su vez, 
observo que se dice que el decreto contempla también los posgrados, cosa que no hacía la normativa 
anterior. 


Por otra parte, quisiera hacer una observación sobre el consejo directivo. El artículo 3” de 
este proyecto dice: «El Inaeet estará dirigido y administrado por un Consejo Directivo integrado por seis 
(6) miembros que serán designados por el Presidente de la República actuando en acuerdo con el 
Ministro de Educación y Cultura: tres (3) propuestos por el Sistema Nacional de Educación Terciaria 
Pública, dos de los cuales deberán ser de la Universidad de la República, dos (2) propuestos por las 
instituciones universitarias privadas y uno (1) propuesto por el Ministerio de Educación y cultura que lo 
presidirá». Creo que la redacción de este artículo es un tanto confusa porque parecería que de los tres 


miembros propuestos por el Sistema Nacional de Educación Terciaria Pública, dos son de la 
Universidad de la República; en definitiva, de la lectura queda la idea de que en lugar de tres 
miembros, son cinco. Me parece que hay que corregir esta redacción. 


A mi juicio, la creación del ente desconcentrado en relación al ente público no estatal agiliza 
también el trámite de la aprobación, pero eso lo tendrá que decir en definitiva el Ministerio. Desde ya 
queremos decir a todas las bancadas que buscaremos todos los acuerdos para que esto sea aprobado 
con el mayor consenso posible; en realidad, sobre la acreditación siempre tuvimos un acuerdo aquí en 
el seno de la Comisión. 


SEÑOR MINISTRO.- Es bueno aclarar que las distintas interrogantes planteadas también fueron las 
nuestras. La propuesta, en principio, pretendía responder a dudas y preguntas como las que los 
integrantes de la Comisión formularon. 


Voy a empezar con el motivo por el cual hicimos llegar un borrador. Primero queríamos tener 
esta instancia con ustedes para poder definir el procedimiento, que puede ser de dos maneras distintas 
por lo menos: que el Poder Ejecutivo envíe un nuevo proyecto de ley y retiremos el anterior, con lo cual 
se inicia todo el proceso o -la otra alternativa- que se introduzcan modificaciones al proyecto del Poder 
Ejecutivo por parte de los legisladores. Esos son los dos caminos y es por eso que queríamos tener 
esta instancia de consulta, que está vinculada a la otra pregunta. 


Ahora voy a aclarar por qué nos parece necesario llegar a consensos y para ello me voy a 
remitir a las actas de esta Comisión, cuando se recibieron las opiniones de las distintas instituciones 
sobre Apacet. Me remito también a la polémica que se dio en la prensa con responsables de 
numerosas instituciones, con diversidad de opiniones y con dudas y cuestionamientos diversos. Detrás 
de todo eso se notaba una falta de confianza en la propuesta; ella no concitaba la confianza necesaria, 
por razones que podemos discutir, pero ese era el hecho. Ustedes recordarán las polémicas que se 
suscitaron, y creo que esa es la mejor respuesta de por qué la preocupación por lograr un consenso. 
Además, si queremos estructurar -como señalábamos- un sistema terciario nacional y público -que va a 
requerir evaluaciones, instancias, desarrollo de la promoción de la calidad- va a ser necesaria la 
creación de un sistema de confianza pues, de lo contrario, va a ser muy difícil que una institución como 
esta pueda definir normas y procedimientos para instituciones universitarias de envergadura. Sin la 
confianza el camino va a ser muchísimo más largo; de ahí la importancia de los consensos. Esa es la 
respuesta a esa interrogante, que pueden encontrar a partir de la lectura de las versiones taquigráficas 
O de la prensa posterior a agosto del 2010. 


SEÑOR PENADÉS.- Quería preguntar si en el marco de esos consensos fue que tuvo lugar la 
variación de la figura de órgano desconcentrado por persona pública no estatal. También me gustaría 
saber el porqué. 


SEÑOR MINISTRO.- Sí. Creo que el consenso era tanto político como institucional, y también me 
remito a las versiones taquigráficas de la Comisión. La figura de una agencia que fuera totalmente 
independiente del Ministerio, como nosotros queríamos, no daba todas las garantías a las instituciones 
privadas. Entendemos que hay que generar una institución. Su nombre no importa. No es la agencia, 
sino su carácter de institución pública de Derecho Privado lo que asegura la mayor independencia, y 
eso era lo que queríamos. Sin embargo, una institución de ese tipo requería configurar una dirección 
que generara confianza, o una alternativa que no la desvinculara totalmente del Ministerio de 
Educación y Cultura, porque aparentemente eso generaba confianza. De allí la propuesta. Nosotros 
nos adheríamos totalmente a la que presentamos inicialmente, pero creemos que esta puede ser más 
viable. El nombre es lo de menos; no encontramos uno eufónico, y había que diferenciarlo del Instituto 
Nacional de Evaluación Educativa, que ya está cumpliendo su tercer año de actividad. 


De esta manera respondemos, pues, a por qué se optó por un ente desconcentrado en lugar 
de una institución de Derecho Privado. El nombre, reitero, sería lo de menos. 


Pasemos ahora a por qué la formulación de tres nombres propuestos por las instituciones del 
sistema terciario público. Entendimos que los nombres propuestos por la Universidad de la República 


debían ser dos y eso respondía a que tiene la capacidad institucional y académica más destacada, es 
decir, un 75% de capacidad de investigación y dos tercios de los egresos. Lo más importante de esto 
es que haya tres nombres propuestos por el sistema público, dos por el privado y que el Presidente 
tenga doble voto. 


En cuanto al énfasis en la libertad de educación, es algo totalmente de recibo y cualquier 
sugerencia en ese sentido será bienvenida, a pesar de las referencias a la propia ley de educación que 
la define muy claramente. 


En relación al camino a seguir, habrá que acordar con ustedes alguna de las dos alternativas 
pero entendemos que debemos proceder rápidamente. 


Por último, en relación a la pregunta de por qué el decreto agiliza, debemos decir que por sí 
solo no agiliza, sino que obliga al Ministerio de Educación y Cultura y a las instituciones. Lo que 
realmente va a permitir agilizar el proceso es el fortalecimiento del área de educación superior, que 
está en trámite, y respecto a la cual hemos avanzado en forma importante en este período. Por nuestra 
parte, esperamos pueda estar a la altura del desarrollo del sistema terciario público y privado. En este 
sentido, solicito se otorgue la palabra al Coordinador del Área de Educación Superior para que, 
brevemente, pueda contarles cuál fue el proceso de fortalecimiento que se siguió en ese sector del 
Ministerio. 


SEÑOR CORBO.- Como respuesta a lo planteado por el señor Senador Penadés me gustaría decir 
que hace aproximadamente dos años el Partido Nacional me invitó a unas jornadas de debate sobre 
este tema, que se realizaron en la Sala Paulina Luisi y en las que estuvieron presentes los señores 
Senadores Da Rosa y Heber. Desde el Partido Nacional expresamente se cuestionó la figura de la 
agencia como una institución de Derecho Privado y el señor Senador Heber planteó que sería mucho 
mejor un órgano desconcentrado. Creo que él fue quién hizo más énfasis en esto. Nosotros lo 
tomamos porque creíamos que era una forma de facilitar la aprobación de la propuesta, junto con la 
separación de los procesos de habilitación y acreditación. 


Hemos consensuado en dos grandes ámbitos -uno de ellos a nivel político- y hemos recibido 
algunos cuestionamientos en relación al instituto en detrimento de la agencia y también a todo el 
sistema educativo tanto público como privado. Esos son los dos grandes acuerdos que hemos llevado 
adelante, teniendo en cuenta el componente técnico y el político. En ese sentido, la propuesta original 
hacía referencia a la agencia con la máxima autonomía posible, pero para hacer viable el proyecto de 
ley tomamos la sugerencia del Partido Nacional. 


Por otro lado, con respecto al nuevo decreto, debo decir que implicó diez meses de trabajo 
con la Universidad de la República y el Consejo de Rectores de las universidades privadas. 
Finalmente, luego de tanto tiempo y de debatir casi artículo por artículo, pudimos llegar a un acuerdo 
en cuanto a la conformación del consejo consultivo y demás, lo que se plasmó en el nuevo Decreto N* 
104 de este año, que mejora notablemente la habilitación de las instituciones. Esto es producto de la 
práctica que hemos tenido. Lamentablemente, el Decreto N* 308/995 llega en un contexto en el cual 
estaban apareciendo algunas universidades privadas, luego del surgimiento de la Universidad Católica. 
Respecto a esto último, debemos recordar que incluso la Universidad de la República cuestionó la 
legalidad de ese instrumento. Entonces, con el paso del tiempo, esto empezó a no poder dar 
respuestas en algunas áreas estratégicas importantes, sobre todo en cuanto al gran crecimiento 
exponencial que ha tenido lo relativo a los posgrados en el sistema privado. Esto es lo que más ha 
crecido, es decir, las maestrías y los doctorados, que son nuevos en el país en las instituciones 
privadas. 


Tuvimos que cerrar algunas instituciones porque, por ejemplo, se habían extendido en todo el 
territorio nacional sin pedir autorización. Un paradigma de lo que no se debe hacer fue el Instituto 
Universitario de Maldonado y Punta del Este, que comenzó funcionando en esas localidades, pero 
luego se extendió a todo el territorio nacional sin autorización, dejando a más de mil estudiantes en una 
situación bastante precaria y a los que debimos encontrar una salida. Luego surgieron otras 
instituciones, algunas de posgrado, que determinaron que con el paso del tiempo se hiciera necesario 
ajustar la norma. Yo diría que no se trata de un nuevo decreto, sino de un ajuste al Decreto N* 308/995 


porque a partir de él pudimos modificar lo que actualmente es necesario. Eso nos permitió el trámite de 
consenso que precisábamos. 


En este tipo de cuestiones que involucran fuertemente lo académico, el consenso entre las 
instituciones públicas y las privadas no es sencillo, sino que requiere de un gran trabajo de articulación 
política, de un gran acuerdo, de ser sumamente flexibles y muchas veces llevar escrito lo mínimo a las 
reuniones para darle cuerpo a ese decreto en la medida en que los consensos se van armando. 


Lo otro que quiero señalar tiene que ver con la potenciación del Área de Educación Superior 
del Ministerio de Educación y Cultura. Durante un tiempo estuvimos trabajando en el Museo Giró, lugar 
donde las condiciones de funcionamiento en el local eran bastante complicadas. Ese edificio está 
ubicado en la calle Cerrito esquina Juan Carlos Gómez, zona que en esta época del año, al oscurecer 
temprano, es compleja para algunas compañeras. Actualmente estamos frente a la Plaza 
Independencia. 


Desde el punto de vista de la fortaleza técnica, Uruguay no tenía especialistas en habilitación 
y acreditación de instituciones de educación superior. Hemos tenido que ir formándolos y, en ese 
sentido, apostamos a un plantel joven de licenciados en Ciencias de la Educación, en Sociología, en 
Ciencias Políticas. Estos jóvenes se han ido formando con la ayuda de algunas agencias vecinas como 
el Coneau de Argentina y la propia Capes, de Brasil, en el marco de lo que representa un proceso 
nuevo e importante para nosotros como lo es la acreditación de las carreras en el Mercosur Educativo. 


Hoy tenemos carreras acreditadas, públicas y privadas, en Agronomía, Veterinaria, Medicina, 
Ingeniería y Arquitectura. Las instituciones públicas y privadas trabajan juntas, lo que representa un 
nuevo tiempo en el relacionamiento de potenciación de esas instituciones. Así, pues, trabajan juntas las 
facultades de Ingeniería de la Universidad de la República con la Universidad de Montevideo y con la 
Universidad ORT. Por tanto, creo que eso es realmente positivo para el país, dejando de lado una 
pelea que paralizó durante mucho tiempo al sistema. Me parece realmente importante. 


Anteriormente las instituciones demoraban unos tres años en ser reconocidas, y las carreras, 
dos años y medio. Hemos variado el decreto y en el funcionamiento del Área de Educación Superior 
manejamos un plazo máximo de diez meses o un año para la habilitación de carreras; Se presentan 
seis meses antes. Ahora nos exige aún más y las instituciones también. Y desde el propio sistema 
privado se consensuó un decreto que pone la vara alta en la habilitación, porque el propio sistema 
privado también debe ser garante de lo que debe ser la calidad de la educación. 


Alas instituciones actualmente habilitadas no les sirve que el sistema se erosione, ni tampoco 
le sirve al país. 


En cuanto al interior del país, tenemos una nueva realidad. Allí también hay mucho 
crecimiento; por ejemplo, en el Cluster Universitario de Maldonado -en algún momento hubo una 
polémica importante- ellos también entendieron que era necesaria la educación superior universitaria 
de calidad en el interior, pero que esta debía hacerse con parámetros importantes que potenciaran al 
país para recibir a estudiantes de otras partes del continente -esto ocurre en Punta del Este- y que la 
formación académica que brindara el país debería ser incuestionable. Es en ese sentido que hemos 
trabajado todo este tiempo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor Presidente: me parece interesante que podamos levantarnos de la mesa 
sabiendo que hemos definido un procedimiento que el Ministerio de Educación y Cultura va a tener que 
compartir con la Comisión. 


Se plantean, entonces, dos alternativas. Una de ellas sería enviar un nuevo proyecto de ley. 
La otra -si entendí bien la propuesta del señor Senador Penadés- sería la de instalar un grupo de 
trabajo. ¿Es así? 


(Intervención del señor Senador Penadés que no se escucha.) 


SEÑORA MOREIRA.- La Bancada oficialista no tiene problema en continuar con el proyecto de ley 
original y tomar esto como modificación, pero no sé cuál es la posición de la oposición. Me parece que 
prefiere que el Poder Ejecutivo mande un nuevo proyecto de ley. ¿Es así? 


SEÑOR PENADÉS.- Creo que sería mucho mejor que el Poder Ejecutivo enviara un nuevo proyecto de 
ley, porque así podríamos trabajar más rápido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que la propuesta es la de trabajar sobre un nuevo proyecto de ley 
que envíe el Poder Ejecutivo, que sería bien distinto al otro. 


SEÑOR GARIBALDI.- Sobre el proyecto de ley de Apacet ya opinaron las instituciones educativas del 
artículo 220. Si se envía una nueva iniciativa, habría que pasar por los mismos plazos y los mismos 
tiempos. En nuestro trabajo y en nuestro relacionamiento cotidiano, ya hemos enviado formalmente 
este proyecto de ley a la Universidad de la República y al Consejo de Rectores de Universidades 
Privadas, e inclusive sabemos que lo estaban considerando. 


En cuanto a los plazos, nosotros tenemos que hacer el trámite interno, que no nos llevará 
mucho tiempo, pero la Comisión tiene que consultar a las instituciones obligatoriamente porque así lo 
dice la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez que llegue el proyecto de ley podemos citar, a la semana siguiente, a 
la Universidad de la República, a las instituciones privadas y a quienes entienda necesario la Comisión, 
a fin de que brinden su opinión al respecto. Me parece que no va a haber un cambio. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 


(Es la hora 17 y 11 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


